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RESUMEN 
 
 El proceso urbanizador permite transformar terrenos que, inicialmente, 
no disponen de la clasificación urbanística exigida para ser edificados. En 
España, como en cualquier sociedad en desarrollo, para llevar a cabo dicho 
proceso es preciso el cumplimiento de determinados deberes urbanísticos en el 
que destaca la cesión de terrenos a las administraciones públicas para que los 
destinen a fines como dotaciones sociales, viviendas de bajo precio, etc. Esta 
figura de la cesión tiene una importante repercusión social y económica pues 
satisface necesidades de la sociedad, implicando minorar la superficie del terreno 
finalmente edificable. Este trabajo estudia qué es la cesión de terrenos 
contablemente y cuál es su valoración económica, proponiendo alternativas para 
su conceptualización, tratamiento y valoración, pues no existe normativa 
contable al respecto.  
 
PALABRAS CLAVE: proceso productivo urbanizador, cesión de terrenos 
normas contables. 
 
 
 
ABSTRACT 
 
 Urbanization is a process for transforming lands which haven’t the 
town-planning classification required by laws in order to be built. In all 
developed societies, that process implies to carry out a set of town-planning 
duties, as cession of lands to public administrations, for assigning to social 
housing, or social facilities as hospitals, parks, cultural facilities, etc. Cession of 
lands has a social and economic repercussion very relevant because this process 
contributes to satisfaction of social needs and, in the last analysis, it reduces the 
usable space for building. The aim of this paper is to analyse the cession of lands 
from an accounting point of view, its economic valuation, and to propose 
alternatives to its conceptualization, treatment and measurement, so long as there 
isn’t accounting regulation for this significant process. 
 
KEY WORDS: town-planning productive process, cession of lands, accounting 
standards. 
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1. LA CESIÓN DE TERRENOS 
 
El proceso urbanizador permite la transformación de suelo que no es susceptible 
de edificación en solar, apto para la construcción, este proceso es común a 
cualquier sociedad en crecimiento y, por tanto, común a todo país, siendo la 
problemática planteada de carácter general. 

En el marco del proceso urbanístico español, la cesión de terrenos se constituye 
como una de las obligaciones inedulibles para que un terreno que no puede ser 
edificado, tal es el caso del suelo con la categoría de urbanizable, se pueda 
convertir en solar. Este deber urbanístico no se presenta como el único necesario 
para llevar a cabo dicha transformación, siendo necesario regirse por la 
normativa propia, concretamente, la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen 
del Suelo y Valoraciones (LS’98)1, en la que se dispone los deberes urbanísticos 
a cumplir. 

En consecuencia, los propietarios de terrenos con la clasificación de urbanizable 
deberán cumplir los requisitos dispuestos por la LS’98, en su artículo 18, al 
efecto de poder transformarlo en suelo urbano, concretándose en: 

1. “Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración todo el 
suelo necesario para los viales, espacios libres, zonas verdes y 
dotaciones públicas de carácter local al servicio del ámbito de 
desarrollo en el que sus terrenos resulten incluidos. 

2. Ceder obligatoria y gratuitamente el suelo necesario para la 
ejecución de los sistemas generales que el planeamiento general, 
en su caso, incluya o adscriba al ámbito correspondiente. 

3. Costear y, en su caso, ejecutar las infraestructuras de conexión con 
los sistemas generales exteriores a la actuación y, en su caso, las 
obras necesarias para la ampliación o refuerzo de dichos sistemas 
requeridos por la dimensión y densidad de la misma y las 
intensidades de uso que ésta genere, de conformidad con los 
requisitos y condiciones que establezca el planeamiento general. 

4. Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración actuante el 
suelo correspondiente al 10 por 1002 del aprovechamiento del 
sector o ámbito correspondiente; este porcentaje que tiene carácter 
de máximo, podrá ser reducido por la legislación urbanística. 
Asimismo, esta legislación podrá reducir la participación de la 
Administración actuante en las cargas de urbanización que 
corresponda a dicho suelo. 

                                                           
1 Es la normativa urbanística española que rige que a nivel estatal, amén de la 
legislación dictada por las Comunidades Autónomas que desarrollan dicha 
normativa, en ningún caso contradiciendo aquélla. Actualmente, está en trámite 
parlamentario el Proyecto de Ley del Suelo. 
2 El artículo 16 del Proyecto de Ley del Suelo determina que el porcentaje “no 
podrá ser inferior al cinco por ciento ni superior al quince por ciento.” 
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5. Proceder a la distribución equitativa de los beneficios y cargas 
derivados del planeamiento, con anterioridad al inicio de la 
ejecución material del mismo. 

6. Costear o ejecutar la urbanización del sector o ámbito 
correspondiente. 

7. Edificar los solares en el plazo que, en su caso, establezca el 
planeamiento.”  

Las obligaciones urbanísticas mencionadas se pueden agrupar en cuatro deberes 
bien diferenciados, tal y como muestra la figura 1. 

 

Agrupación homogénea de 
deberes urbanísticos 

Deberes urbanísticos para el suelo 
urbanizable según la LS’98 

Cesión de terrenos para dotaciones locales 
(artículo 18.1). 

Cesión de terrenos para sistemas generales 
(artículo 18.2). Deber de ceder terrenos 

Cesión de terrenos para el aprovechamiento 
urbanístico (artículo 18.4). 

Deber de equidistribuir Reparto equitativo de cargas y beneficios 
(artículo 18.5). 

Costear las conexiones con los sistemas 
generales (artículo 18.3). 

Deber de urbanizar 
Costear la ejecución de la urbanización 
(artículo 18.6). 

Deber de edificar Costear la edificación del solar (artículo 
18.7). 

Figura 1. Agrupación homogénea de las obligaciones urbanísticas 

 

Como se observa en dicha figura, el planeamiento urbanístico deja patente la 
importancia de las cesiones de terrenos, toda vez que parte de dichos terrenos son 
indispensables para satisfacer las necesidades de la comunidad. Así, se 
distinguen dos tipos de cesiones: las cesiones de terrenos de uso dotacional, 
configuradas por los terrenos destinados a las dotaciones de carácter local y a los 
sistemas generales, y los terrenos donde se ubican los aprovechamientos 
urbanísticos.  

En primer lugar, nos centraremos en las cesiones de uso dotacional, exponiendo 
que tanto los sistemas generales como las de carácter local, presentan semejanzas 
y diferencias. Entre las similitudes destaca que las dos tipologías de terrenos son 
precisas para satisfacer las necesidades de la sociedad, tales como: centros 
docentes, calzadas, hospitales, aeropuertos, plazas, etc. No obstante, la principal 
diferencia radica en que los sistemas generales, con respecto a las dotaciones 
locales, tienen una función más importante y global que afecta generalmente a 
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varias zonas, incluso a varios Municipios. Así, y a modo de ejemplo, no es lo 
mismo una pequeña calle, que sea de utilidad para un barrio, que la realización 
de una circunvalación, ambas tienen la misma finalidad pero el impacto social es 
diferente, no sólo por el tamaño en sí sino además por la función del mismo. En 
consecuencia, la diferenciación es más bien una razón de tipo cualitativo, no 
cuantitativo.  

En segundo lugar, mencionamos aquellos terrenos destinados también a la 
Administración actuante, dónde se ubican las plusvalías generadas por la 
urbanización que pertenecen al organismo público, concretamente el 10% del 
aprovechamiento urbanístico. Ello es debido a que la Administración con su 
actuación permita que el proceso urbanizador avance; de ahí que, el organismo 
público quiera obtener la justa recompensa por la mejora que consiguen los 
propietarios cuyos terrenos son objeto de urbanización. 

El Ayuntamiento, con el terreno que adquiere mediante este tipo de cesiones, 
puede actuar en el mercado del suelo, ya que posee suelo con un 
aprovechamiento urbanístico determinado que, en algunos casos, puede servir 
para equilibrar las desigualdades surgidas entre los propietarios de terrenos 
afectados por la urbanización. 

De hecho, es la Administración quien decide la utilidad final de estos terrenos, si 
bien es común que el destino de los mismos sea la enajenación para obtener 
financiación y cumplir con los presupuestos. No obstante, con la finalidad de 
evitar tales situaciones se debería “destinar estos bienes, obtenidos por cesión, a 
la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública o a 
otros usos de interés social; pero no unos usos cualesquiera de interés social, sino 
sólo, precisa y concretamente, a los usos de interés social que estén de acuerdo 
con el planeamiento urbanístico.”(Martí, 1994: 761) 

Una vez delimitado brevemente en qué consiste la cesión de terrenos y su 
tipología y al objeto de realizar un estudio económico-contable de la cesión de 
terrenos hemos optado por analizar los siguientes apartados, que consideramos 
de interés:  

♦ Naturaleza jurídica de la cesión de terrenos. 

♦ Medición de la superficie objeto de cesión, y  

♦ Valoración económica de la cesión de terrenos. 

 

2.          NATURALEZA JURÍDICA DE LA CESIÓN DE TERRENOS 
La cesión de terrenos desde el punto de vista del derecho urbanístico es uno de 
los deberes más importante que deben cumplir los agentes económicos 
responsables de la ejecución de la urbanización, garantizando con ello la 
continuidad de la misma. 

En este sentido y para la iniciativa privada, la entrega de terrenos al organismo 
público se define como una obligación indispensable para poder alcanzar el 
derecho al aprovechamiento urbanístico, de lo contrario el proceso urbanizador 
se paraliza. 
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Por todo ello, la cesión de terrenos supone una minoración de la superficie de los 
terrenos aportados inicialmente; si bien, debe ser entendido como una obligación 
urbanística de la que no es posible eludir su cumplimiento, dado que quedaría 
prohibida la edificación del resto de terrenos objeto de urbanización. Esta cesión, 
unido a otros deberes urbanísticos, tiene como contraprestación la obtención del 
derecho al aprovechamiento urbanístico, que dada su relevancia es susceptible de 
inscripción en el Registro de la Propiedad y, por ende, puede ser enajenado 
durante el proceso urbanizador.  

Para la Administración actuante hay que entenderlo justo como lo contrario, es 
decir, reciben terrenos que están en proceso de poder ser susceptible de 
edificación; si bien, no todos tienen esta categoría, pues también obtienen 
terrenos de uso dotacional destinados a satisfacer las necesidades básicas de la 
sociedad. Es evidente, que desde el punto de vista económico, únicamente, le son 
rentables aquellos terrenos que generan plusvalías y que pueden ser enajenados.  

 

3.  MEDICIÓN DE LA SUPERFICIE OBJETO DE CESIÓN 
La medición de las cesiones en metros cuadrados constituye una tarea compleja, 
siendo bastante difícil cuantificar para un particular la superficie del terreno a 
ceder, ya que en los dos tipos de cesiones se utiliza como unidad de medida las 
unidades de aprovechamiento urbanístico, consistentes en los metros cuadrados 
que podrán construirse sobre una superficie dada, por lo que en su cuantificación 
influyen aspectos como el número de alturas que podrán construirse, los metros 
que hay que destinar a terrazas y zonas descubiertas, etc. Estas unidades de 
aprovechamiento se conforman como una unidad de medida, durante el proceso 
urbanizador, que refleja el uso o utilidad que se le otorga a cada terreno, dentro 
de la unidad de reparto, pudiendo ser de uso dotacional (tal como colegios, 
iglesias), residencial o viviendas, terciario (comercio, industria, oficinas), etc. Es 
decir, no todos los aprovechamientos tendrán el mismo valor económico, dado 
que el precio va a depender del uso a que tendrá que destinarse el suelo que se 
valora Este cambio en la unidad de medida persigue la finalidad de que todo 
agente partícipe obtenga el mismo tratamiento, es decir, aquel propietario cuyo 
terreno sea destinado a la localización de una plaza no se puede ver perjudicado 
frente a otro particular donde se haya ubicado la posibilidad de realizar 
edificaciones. 

Por el contrario, si tomamos como visión el marco de una unidad de reparto3 
completa con sus diferentes unidades de ejecución, percepción que tomaría el 
organismo público,  sería más fácil cuantificar dicha cesión, ya que, globalmente, 
se debe ceder un porcentaje determinado de terrenos, si bien tal superficie sigue 
estando expresada en unidades de aprovechamiento señalando además la 
dificultad de determinar dónde localizar tales terrenos en la totalidad de la unidad 
de reparto. 

Así, a la dificultad mencionada de cuantificar la superficie a ceder se debe añadir 
que en el desarrollo del proceso urbanizador, todos los agentes económicos que 
                                                           
3 La unidad de reparto enmarca los terrenos que están siendo objeto de 
urbanización debiendo existir un trato igualatorio para todos los propietarios de 
terrenos dentro de aquélla. 
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participan en la urbanización utilizan como magnitud técnica los metros 
cuadrados. No obstante, tras el cumplimiento de este deber las figuras implicadas 
deben ceder a la Administración actuante parte de dichos terrenos, medidos en 
unidades de aprovechamiento, con lo cual se observan criterios no homogéneos 
desde el punto de vista técnico. 

 

4.  VALORACIÓN ECONÓMICA DE LA CESIÓN DE TERRENOS 
Desde el punto de vista económico tenemos que dejar perfectamente claro que 
existen dos valoraciones económicas diferentes y paralelas durante la ejecución 
del proceso urbanizador, distinguiendo entre las valoraciones a efectos 
registrales, transmisión de bienes y otras valoraciones a efectos de representación 
contable que; en definitiva, repercute considerablemente en el reparto de 
dividendos. 

Por una parte, la valoración económica a efectos registrales tomaría como 
referencia las tasaciones dispuestas por la Administración actuante ya que según 
el ordenamiento urbanístico es de aplicación el Valor Básico de Repercusión que 
toma como referencia la normativa catastral, concretamente, el Centro de 
Cooperación y de Gestión Catastral. 

Estas tasaciones son valores fiscales y, en cierto modo, podría ser considerado 
como un precio de mercado puesto que sería el que estaría  dispuesto a pagar, si 
así fuera, el organismo público. Como sabemos, esta cesión de terrenos no 
reportan recursos líquidos; si bien, es necesario recordar que aquellos terrenos 
cedidos, destinados a intervenir en el mercado del suelo y, por tanto, con 
aprovechamiento lucrativo, sí que reportan un beneficio directo para la 
Administración pública. 

Por otra parte, y para cualquier empresa que opere o desarrolle su actividad 
urbanizadora en España le será de aplicación los principios contables generales 
pues no existe normativa reguladora específica en materia contable para el 
proceso urbanizador. 

Como consecuencia de ello, todo agente económico que participe en el proceso 
urbanístico, a excepción de las entidades urbanísticas colaboradoras [Juntas de 
Compensación] aplica la norma contable de carácter general, y el terreno objeto 
de urbanización es valorado, como para cualquier otra empresa, por los costes 
necesarios hasta su puesta en marcha. 

La utilización de criterios económicos heterogéneos tiene importantes 
repercusiones puesto que la valoración económica de la cesión de terrenos 
dispuesta por la normativa urbanística se expresa en términos fiscales,  
valoraciones de impuestos a efectos de transmisión, efectos registrales y; por 
otro lado, existen otras normas de valoración a los mismos terrenos que se toma 
como referencia para calcular el resultado contable lo que afecta directamente al 
reparto de beneficios y también al importe del impuesto sobre beneficios. 

En definitiva, la valoración económica desde el punto de vista urbanista es a 
efectos de valoración de terrenos por actividades directamente relacionadas con 
el urbanismo y  también para impuestos urbanísticos del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, Impuesto Plusvalías Ayuntamientos, etc. Por el contrario, valoración 
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a efectos contables nos afecta desde un punto de vista empresarial pues 
interviene directamente en el reparto de beneficios. 

En consecuencia, se pone de manifiesto la utilización de criterios heterogéneos 
en la valoración económica de este deber urbanístico, sabiendo que existe un 
total desligamiento entre la normativa contable y la fiscal. Por tanto, es de difícil 
aplicación la valoración propuesta por la legislación urbanística en la 
presentación contable del proceso de urbanización. A pesar de ello, y 
dependiendo del agente económico responsable de la ejecución del mismo, es 
posible que se contabilice siguiendo los criterios de valoración urbanística, 
concretamente, en las entidades urbanísticas colaboradoras, tales como las Juntas 
de Compensación Urbanísticas.  
Como se observa la cesión de terrenos tiene un doble efecto pues implica que, de 
una parte, los particulares entreguen terrenos, por exigencias de la normativa 
urbanística, hablamos de la iniciativa privada y; de otra parte, dichos terrenos 
son recibidos por el organismo público, centrándonos únicamente en el 
tratamiento contable a realizar por la iniciativa privada.  

 

5. REPERCUSIONES PATRIMONIALES DE LA CESIÓN DE 
TERRENOS 

En España, actualmente, existe un vacío normativo en materia contable sobre 
cómo tratar y reflejar contablemente el proceso urbanizador y, por ende, la 
cesión de terrenos que queda enmarcada en el mismo. En consecuencia, en este 
apartado propondremos alternativas sobre qué entendemos por cesión de terrenos 
desde la perspectiva contable y como se llevaría a cabo su reflejo, amén de su 
valoración económica, justificando en último lugar aquella propuesta que 
consideramos más ajustable al hecho económico analizado. 

Como hemos mencionado, la cesión de terrenos está inmersa en el proceso 
urbanizador por lo que, con anterioridad a esta obligación urbanística, se habrán 
realizado otras etapas que no son objeto de estudio en este trabajo. No obstante, 
sí que es preciso puntualizar que en todo proceso urbanístico se opera sobre un 
terreno cuya consideración contable puede variar en función de la finalidad que 
persiga el agente particular cuyos terrenos son objeto de urbanización; a saber: 
inmovilizado material, inmovilizado financiero o existencias, consideración que 
no justificaremos pues excede del presente trabajo; si bien debemos señalar que 
la diferente consideración contable no alterará la valoración final.  

Las alternativas que presentamos para el tratamiento contable de la cesión de 
terrenos se exponen, a modo de resumen, en la figura 2. 

 

Como pérdida irreversible 

Como coste de urbanización La cesión de terrenos 
Como compromiso entre los agentes 
partícipes 

Figura 2. Alternativas para el tratamiento contable de la cesión de terrenos 
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5.1. COMO PÉRDIDA IRREVERSIBLE 
La cesión de terrenos implica la minoración del terreno aportado, por lo que el 
agente económico que ejecuta la urbanización observa como disminuye aquél sin 
posibilidad alguna de recuperación, dado el cumplimiento del deber dispuesto 
por el ordenamiento urbanístico. 

 

En consecuencia, como el terreno sufre una minoración en las unidades físicas 
también podríamos entender que repercute en su valoración económica, de ahí 
que los agentes económicos que participan en la urbanización se ven obligados a 
entregar parte de sus terrenos a la Administración actuante, sin contraprestación 
alguna, y pudieran considerar este hecho contable como una pérdida de carácter 
irreversible, puesto que en aplicación del principio de prudencia valorativa las 
pérdidas deben ser reconocidas desde el instante en que se tenga conocimiento de 
ellas.  

No obstante, es de señalar que el terreno, en cualquiera de sus tipologías 
contables (inmovilizado material, financiero o existencias), está registrado según 
el valor contable, sin embargo, la valoración que dispone la Administración 
actuante viene determinada por criterios fiscales, a efectos de plusvalía a 
aspectos urbanísticos, y pero no del impuesto sobre sociedades aunque también 
son aspectos fiscales.  

Ello es debido a que el organismo público toma siempre como referente el valor 
dispuesto por el Centro de Gestión Catastral, o sea, el valor catastral, con lo que 
se podría producir una pérdida derivada simplemente de la aplicación de criterios 
económicos heterogéneos entre el valor fiscal y el contable, dando así de baja 
parcialmente a dichos terrenos en aplicación del principio de adquisición, por el 
valor contable. 

Otro argumento que consideramos de interés es pensar justo lo contrario, puesto 
que las entregas de terrenos al organismo público obtienen como 
contraprestación continuar con el proceso de urbanización, el terreno restante y 
que es objeto de urbanización aumenta su valoración económica, ya que es 
evidente que restan menos obligaciones para que sea considerado solar. 

Con este planteamiento, nos podríamos cuestionar si este hecho económico es 
común a cualquier activo y en tal caso se considerará este hecho económico 
como una revalorización, para industria es un acercamiento a al obtención de un 
solar, ya que en aplicación de la normativa contable es necesario que se produzca 
un aumento de la capacidad productiva, eficiencia y productividad, y que todo 
ello propicia el alargamiento de la vida útil del bien; analizando estos requisitos 
quizás la cesión de terrenos puede ser considerada como tal, dado que los 
terrenos que continúan en el proceso incrementan su eficiencia, máxime cuando 
esta obligación constituye un avance importante en la obtención del derecho al 
aprovechamiento y es susceptible de transmisión. 

Sin embargo, este último argumento en aplicación de la normativa contable 
española no es posible ya que no es permitida la revalorización por el valor de 
mercado, en aplicación del valor histórico contable, poniéndose de manifiesto tal 
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incremento del valor mediante el registro contable de las plusvalías cuando se 
produzca la enajenación de los terrenos4.  

La representación contable de esta alternativa implicaría dar de baja 
parcialmente, en la categoría urbanística concreta, por el valor contable, en 
aplicación del principio del precio de adquisición. Al realizar estas observaciones 
contables hemos considerado que se produce una pérdida tanto de carácter 
técnico como económico ya que creemos que con esta opción se minora su 
superficie y, por ende, su valoración económica. 

En consecuencia, y siguiendo estos razonamientos, entendemos que la cesión de 
terrenos podría ser contabilizada como una pérdida de carácter irreversible en 
aplicación del principio de prudencia valorativa, no repercutiendo el tratamiento 
contable expuesto por la clasificación otorgada al terreno, es decir, como 
inmovilizado material, financiero o existencias. Con esta justificación, se pone 
de manifiesto que la cesión de terrenos es una fase no común y, por tanto, 
esporádica en la totalidad del proceso urbanizador, y, económicamente, ha 
supuesto una minoración. No obstante, realizaremos una conclusión final 
aglutinando todas las alternativas expuestas. 

 

5.2. COMO COSTE DE URBANIZACIÓN  
La cesión de terrenos en la medida que es habitual y necesaria en el proceso de 
urbanización puede ser entendida como un coste más de urbanización con la 
peculiaridad de que el pago a realizar es en especie, es decir, entregando terrenos 
a la Administración actuante, no siendo considerado en ningún caso como una 
pérdida sino más bien como transacciones comunes entre los agentes 
económicos particulares, obligados a realizar la cesión de terrenos, y el 
organismo público. 

En este sentido, la doctrina contable del I.C.A.C. (1993) expone en cuanto a la 
cesión de terrenos que “los solares cedidos sin contraprestación a una 
Administración Pública, debe imputarse como mayor coste de la construcción, 
sin perjuicio de que si se supera el valor de mercado de la misma, se registre la 
oportuna corrección valorativa.” 

Dicha consulta pone de manifiesto el hecho económico analizado ya que estudia 
la entrega de terrenos sin contraprestación alguna, en nuestro caso, sería 
aplicable a los terrenos de uso dotacional y a la cesión del 10%, donde ubicar los 
terrenos derivados de las plusvalías.  

El considerar la cesión de terrenos como un coste de urbanización implica 
entender que derivado del propio proceso urbanizador es ineludible la entrega de 
terrenos, si bien haciendo abstracción de su valoración económica global, 
entendiendo que exclusivamente afecta a las unidades físicas, con lo cual se 
produce una minoración o merma derivada del propio proceso. 

La representación contable de la cesión de terrenos como merma implica no 
realizar anotación alguna, cualquiera que sea la clasificación del terreno, 

                                                           
4 No obstante, no debemos olvidar que, tanto en España como el resto de países 
europeos, estamos inmersos en un proceso de reforma en la legislación contable. 
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inmovilizado material, financiero o existencias, ya que con esta decisión 
proponemos la reducción únicamente en la magnitud técnica, ello no quiere decir 
que no afecte a la valoración económica ya que con este razonamiento 
incrementa el coste unitario del terreno finalmente urbanizado, dado que el valor 
histórico total del terreno es el mismo pero reduce las unidades físicas. 

El tratamiento contable de la merma es diferente en función del momento en que 
se produzca la misma y sobre qué elemento inventariable como en cualquier otra 
industria, así en el supuesto que se produzca con anterioridad a la entrada en 
almacén supondrá un mayor valor del precio de adquisición de la materia prima 
en cuestión. En el supuesto que se lleve a cabo durante el proceso productivo 
urbanístico produce un incremento del coste del producto. A nuestro juicio, la 
merma analizada es ocasionada durante el proceso productivo, concretamente 
durante la realización de la urbanización, por lo que la misma supondrá un mayor 
coste del producto finalmente obtenido, el solar. De hecho, se copia de otros 
sectores industriales al urbanístico, problemáticas muy específicas que no 
reflejan lo que efectivamente está sucediendo, puesto que hacemos referencia 
terrenos perdidos cuando son mas bien terrenos cedidos.  

En otro orden de cosas, entendemos que la cesión de terrenos permite avanzar en 
el proceso urbanizador, obteniéndose con ello un compromiso entre el agente 
económico y el organismo público, decidiendo a continuación presentar dicha 
alternativa. 

 

5.3. COMO COMPROMISO ENTRE LOS PARTÍCIPES  
La entrega de terrenos al organismo público es consecuencia del cumplimiento 
de un deber, dispuesto por la normativa urbanística, y mediante esta operación 
podría entenderse que nace un compromiso entre los agentes económicos 
partícipes. 

De una parte, la Administración actuante se compromete a permitir continuar con 
el proceso urbanizador al agente económico que ha de cumplir con el resto de 
deberes urbanísticos. De otra parte, el titular adquiere el derecho a que, en un 
futuro, obtenga la facultad urbanística más importante, el derecho al 
aprovechamiento urbanístico, eso sí, cuando el mismo cumpla además con las 
obligaciones de equidistribuir y urbanizar. 

Por tanto, la alternativa planteada pretende reflejar el compromiso adquirido que 
implica que existan hechos económicos que en la mayoría de los casos “están 
revestidos de formas o efectos jurídicos, que aún no alterando la situación 
económica de momento, pueden ser motivo de variaciones posteriores, por 
contener, en potencia, la posibilidad de realizaciones futuras, con las 
consiguientes consecuencias derivadas del cumplimiento o incumplimiento de lo 
estipulado previamente.” (Calafell, 1984: 384) 

Por ello, sería conveniente mostrar este compromiso entre las figuras económicas 
mediante operaciones contables referenciadas fuera de balance, apoyándonos en 
la Norma Internacional de Información Financiera Nº 1, denominadas 
Compromisos adquiridos por la cesión de terrenos y Compromisos con la 
Administración actuante. No obstante, esta propuesta contable puede ser 
complementaria a las ya mencionadas, en la medida que además de realizar las 
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anotaciones contables en el sistema patrimonial, el modelo suplementario refleja 
dicho compromiso futuro. 

Evidentemente, una vez que el agente económico adquiera el derecho al 
aprovechamiento urbanístico por el cumplimiento de las obligaciones 
urbanísticas mencionadas, debemos realizar la anotación contable contraria al 
mencionado anteriormente, en la medida que ese compromiso futuro ya es cierto. 

 

Considerar la cesión de terrenos de dicha forma implicaría intercambiar terrenos 
por un compromiso o derechos futuros otorgados por la Administración, con lo 
cual se podría entender como una operación económica de permuta, sabiendo 
que en el momento que el agente económico decida vender el terreno, dichos 
derechos se traspasan al nuevo adquirente junto con los terrenos.  

 

6. CONSIDERACIONES FINALES  
No son baladíes las repercusiones económicas y contables que provoca la cesión 
de terrenos, como conclusión de las tres alternativas planteadas entendemos que 
al analizar las dos primeras alternativas presentadas, pérdida irreversible y coste 
de urbanización, es evidente que la primera está claramente apoyada por la 
aplicación del principio de prudencia valorativa, considerado como un deber 
esporádico o extraordinario que se produce en el proceso, y la segunda implica 
una merma acaecida común e inherente a todo proceso urbanístico. 

Tales argumentos apoyan que la cesión de terrenos sea tratada contablemente 
como merma, basándonos en que es necesario y común al proceso de 
urbanización frente a la consideración de pérdida irreversible porque en ningún 
caso y dado lo analizado es algo extraordinario. Además, dicha decisión puede 
ser complementada con referencias fuera de balance que reflejen el compromiso 
ya que con dicho deber la Administración actuante permite a los agentes 
partícipes avanzar en el proceso urbanístico. 

No obstante, si realizamos un estudio más exhaustivo observamos que en la 
medida que este deber es habitual y necesario en el proceso de urbanización la 
práctica habitual lo representa como un coste más de urbanización, lo que puede 
ser cierto en términos particulares o microeconómicos para el cedente, para quien 
la cesión supone aproximadamente lo mismo que una merma en cualquier 
proceso productivo, pero no es cierto en términos macroeconómicos, ya que las 
mermas de producción no aprovechan a un tercero, lo que sí sucede en el caso 
que analizamos, puesto que  dichos terrenos son utilizados por la Administración 
actuante, tanto por la comunidad, por las zonas de uso común, como por el 
terreno que participa en el mercado inmobiliario. 

En consecuencia, la solución contable adoptada por el I.C.A.C. y, mencionada 
anteriormente que coincide con la generalmente admitida, desconoce la realidad 
de los hechos representados. Esta solución ordinaria, supone no realizar 
anotación contable alguna en los estados contables de los propietarios, puesto 
que se compensa el importe del valor de la cantidad de suelo cedido (o de los 
derechos de aprovechamiento urbanístico) elevando el coste unitario de los 
metros o derechos que siguen permaneciendo en su poder. Es decir, se está 
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realizando un reparto, con cargo a activos, de las futuras plusvalías que se espera 
tenga el valor del mercado del suelo al finalizar el proceso urbanístico.   

Todo ello se traduce en que al considerar la cesión de terrenos como un coste de 
urbanización más, los estados contables no reflejan verdaderamente los hechos 
económicos acaecidos puesto que únicamente queda mostrado como mayor 
repercusión en el coste final del solar. El inversor en ningún momento advierte 
en las cuentas anuales el cumplimiento de este deber urbanístico no disponiendo, 
por tanto, de información fiable que le permita tomar decisiones en empresas que 
estén ejecutando el proceso urbanístico. 

La realidad es que se produce una pérdida irreversible en la cesión y, un mayor 
beneficio, en el momento de enajenación o puesta en construcción de los 
terrenos, pero el método generalmente aceptado de valoración netea ambos 
efectos y los retrasa hasta el momento de dicha enajenación, tergiversando de 
forma importante la imagen fiel del proceso; lo que además, plantea importantes 
repercusiones fiscales, que mencionaremos seguidamente. 

Para ratificar lo que decimos, pensemos, ¿qué sucedería si ese incremento de 
valor no se produjera?, ¿la pérdida la tendría en su totalidad el propietario del 
suelo al enajenar sus derechos urbanísticos o habría comenzado ya a tenerla en el 
momento de realizarse la cesión? 
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